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Palabras de la autoridad

El proceso de descentralización ha abierto un espacio sin precedentes para que las regio-
nes definan sus propias prioridades y estrategias de desarrollo. Su consolidación requiere 
no solo transferir competencias, sino también fortalecer una cultura pública basada en el 
respeto pleno a los derechos fundamentales. Incorporar este enfoque en la elaboración de 
políticas públicas representa un paso decisivo hacia un Estado más cercano, justo y com-
prometido con las personas.

En este contexto, los gobiernos regionales asumen un papel estratégico en la construcción 
de un desarrollo más equitativo, sostenible y respetuoso de la dignidad humana en todos 
los territorios del país. Cada decisión que adoptan tiene un impacto directo en la vida 
cotidiana de las personas. Integrar el enfoque de derechos humanos en la formulación y 
ejecución de políticas públicas regionales es una oportunidad para fortalecer la calidad, 
pertinencia y legitimidad de la acción pública.

Esta Guía para la formulación de políticas públicas con enfoque de derechos humanos es 
una invitación a incorporar el enfoque de derechos humanos de manera transversal en la 
gestión regional, ofreciendo una herramienta práctica para apoyar a los equipos regionales 
en el desarrollo de políticas integrales. Su propósito es fortalecer la planificación, la toma 
de decisiones y la evaluación de resultados, contribuyendo así a una gestión pública más 
inclusiva y transparente, que garantice la igualdad de trato y oportunidades para todas las 
personas, donde la ciudadanía sea el centro de la acción del Estado.

Desde la Subsecretaría de Desarrollo Regional y Administrativo reafirmamos nuestro com-
promiso con un Estado que reconoce la diversidad de sus territorios y promueve una ges-
tión pública basada en los derechos humanos. Cada avance hacia una gestión con este 
enfoque es el resultado del trabajo conjunto entre autoridades, equipos técnicos y comu-
nidades, que día a día contribuyen a construir un país más equitativo y respetuoso de su 
diversidad. Avanzar hacia una gestión territorial guiada por los derechos humanos implica 
consolidar políticas públicas participativas y coherentes con las realidades y desafíos de 
cada territorio.
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Presentación

Es fundamental reconocer la importancia de los derechos humanos en la elaboración de 
políticas públicas, especialmente a nivel regional. Chile ha avanzado en la descentraliza-
ción y la transferencia de poder a las regiones, reafirmando su compromiso con un de-
sarrollo equitativo. En este contexto, los derechos humanos deben ser el eje transversal 
que guíe la formulación de políticas capaces de abordar eficazmente los desafíos sociales, 
económicos y políticos.

Uno de los avances alcanzados a través del proceso de descentralización es la facultad de los 
gobiernos regionales para diseñar, elaborar, aprobar y aplicar políticas públicas adaptadas a 
sus realidades territoriales. En consonancia con esto, el programa de gobierno del Presidente 
de la República Gabriel Boric Font prioriza el fortalecimiento de los gobiernos regionales, 
destacando que es “necesario permear toda la estructura del Estado con un enfoque de de-
rechos”. Este enfoque es clave para asegurar que las políticas regionales se diseñen y ejecu-
ten respetando y garantizando los derechos humanos de manera transversal.

El país ha asumido compromisos internacionales en materia de derechos humanos (DD.HH.), 
los cuales están reconocidos en la Constitución Política. Por esta razón, es preciso avanzar 
en la comprensión del papel que debe cumplir el Estado y la gestión pública en este ámbito 
(Subsecretaría de Derechos Humanos [SDDHH], 2017, p. 8).

Este documento ofrece una guía práctica para quienes desarrollan políticas públicas regio-
nales, proporcionando orientación sobre cómo integrar el enfoque de derechos humanos 
en cada fase del ciclo de políticas, desde la formulación hasta la evaluación. Asimismo, re-
salta herramientas útiles para garantizar que estas políticas sean inclusivas y respetuosas 
de los derechos fundamentales de todas las personas. Este documento se elaboró para dar 
cumplimiento al compromiso suscrito mediante Oficio N° 661/2022 por la Subsecretaria 
de Desarrollo Regional y Administrativo de la época.
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¿Qué son los derechos humanos?

Los derechos humanos son inherentes a todas las personas, sin distinción alguna. Reconoci-
dos universalmente, incluyen garantías fundamentales como el derecho a la vida, la libertad, 
la educación y la no discriminación. Según la Declaración Universal de Derechos Humanos 
de 1948, constituyen un conjunto de principios destinados a asegurar una vida digna para 
todos (Organización de las Naciones Unidas [ONU], 1948). Chile ha ratificado estos principios 
mediante su Constitución y diversos compromisos internacionales (SDDHH, 2017).

La Declaración Universal de Derechos Humanos abarca un amplio conjunto de derechos civi-
les -como el derecho a la vida, la libertad, la integridad personal y un juicio justo- y políticos, 
entre ellos el derecho a participar en los asuntos públicos y a elegir representantes guberna-
mentales. También incorpora derechos sociales, como el acceso a la educación, la salud y la 
seguridad social. Aunque no impone obligaciones jurídicas, posee una fuerza moral que orien-
ta la acción de los Estados. Constituye, además, la base del derecho internacional de los dere-
chos humanos y fomenta el compromiso de los Estados con las personas bajo su jurisdicción.

Los derechos humanos tienen características específicas que los distinguen y refuerzan su 
aplicación. Estas son:

Universales

Los derechos humanos son universales, lo que significa que pertenecen a todas las personas 
sin importar su nacionalidad, etnia, religión, género u otra característica. La universalidad de 
estos derechos fue proclamada en la Declaración Universal de los Derechos Humanos y es 
un principio fundamental en el derecho internacional de los derechos humanos (ONU, 1948). 
Todos los Estados miembros de la ONU han ratificado este principio, lo que significa que estos 
derechos se reconocen globalmente (Contreras Baspineiro, 2003 en Giménez y Valente, 2010).

Inalienables

Los derechos humanos son inalienables, es decir, no se pueden renunciar, transferir ni suprimir. 
Esto implica que ninguna persona puede ser privada de sus derechos, incluso si así lo deseara. 
Solo en situaciones excepcionales y con fundamento legal pueden ser restringidos temporal-
mente, como en situaciones de emergencia nacional (Provea, 2005 en Giménez y Valente, 2010).
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Indivisibles

Todos los derechos humanos son indivisibles, lo que implica que “no pueden separarse o frag-
mentarse unos de otros. Todos los derechos humanos, civiles, políticos, económicos, sociales 
y culturales deben comprenderse como un conjunto” (Comisión Nacional de Derechos Hu-
manos [CNDH], 2016, p. 10). Esto, dado que todos contribuyen de igual manera a resguardar 
la dignidad de las personas. Estos deben ser respetados y protegidos por igual (ONU, 1993).

Interdependientes

La interdependencia de los derechos humanos significa que todos están vinculados en-
tre sí (CNDH, 2016). Como establece la Oficina del Alto Comisionado de las Naciones Uni-
das para los Derechos Humanos (ACNUDH, 2006), el ejercicio de un derecho depende de 
que otros estén garantizados. Por esta razón, cuando se viola un derecho, otros también 
pueden verse perjudicados, lo que demuestra la necesidad de protegerlos de manera 
integral (CNDH, 2016).

Progresivos

Los derechos humanos son progresivos, lo que implica que se desarrollan de manera gra-
dual y pueden alcanzarse con el tiempo. Con ello, se reconoce que no todos los Estados tie-
nen las mismas condiciones para implementar de manera total los derechos humanos, pero 
se puede avanzar paulatinamente. Esto se encuentra definido en tratados como el Pacto 
Internacional de Derechos Económicos, Sociales y Culturales (PIDESC) de 1966 (ONU, 1966).

Estas características son esenciales para garantizar que todas las personas vivan con dig-
nidad y en igualdad. También aporta a que los Estados se comprometan a proteger y pro-
mover estos derechos a través de políticas y acciones concretas. La adopción de un enfo-
que basado en derechos es clave para avanzar hacia un desarrollo equitativo y justo (ONU, 
1948; SDDHH, 2017).



10

Enfoque de derechos en las políticas públicas

El enfoque basado en derechos humanos (EBDH) es esencial para el diseño, gestión y eva-
luación de las políticas públicas, ya que busca promover y proteger los derechos humanos 
de las personas, tratándolas como sujetos de derechos en lugar de beneficiarios. Este enfo-
que se centra en corregir desigualdades, prácticas discriminatorias y garantizar una distri-
bución equitativa del poder en los procesos de desarrollo.

Una política pública regional con enfoque de derechos humanos es un conjunto de decisiones, ac-
ciones e instrumentos impulsados por los gobiernos regionales que, además de responder a las prio-
ridades territoriales, están diseñados, implementados y evaluados considerando los principios y es-
tándares del derecho internacional de los derechos humanos. Esto implica reconocer a la ciudadanía 
no solo como beneficiaria, sino como titular de derechos exigibles, y al Estado —en este caso a tra-
vés de su nivel regional— como obligado a respetar, proteger, promover y garantizar esos derechos.

En el contexto chileno y de su proceso de descentralización, los gobiernos regionales tienen 
el desafío de elaborar políticas públicas bajo este enfoque, lo que implica no solo resolver 
o mitigar los problemas identificados en sus territorios (aquellos que pueden ser abordados 
a través de políticas públicas regionales), sino también asegurar la participación ciudadana, 
la igualdad y la no discriminación, con los derechos humanos como objetivo central. El EBDH 
reconoce la interdependencia e indivisibilidad de los derechos civiles, políticos, económi-
cos, sociales y culturales, lo que exige un abordaje integral en las políticas públicas.

Este enfoque busca empoderar a las personas, convirtiéndolas en protagonistas de su pro-
pio desarrollo. Asimismo, obliga a los gobiernos a cumplir su rol como garantes de los de-
rechos humanos, asumiendo la responsabilidad de respetarlos, protegerlos y hacerlos efec-
tivos. Como lo expresa la Comisión Interamericana de Derechos Humanos (CIDH, 2018), el 
Estado debe ser el garante de los derechos, mientras que las personas y grupos sociales son 
titulares de esos derechos con la capacidad de reclamarlos y participar activamente.

Por tanto, el diseño de políticas públicas debe centrarse en garantizar y promover los derechos 
humanos de la población afectada, aplicando principios fundamentales como la igualdad, la 
no discriminación y la participación ciudadana en la búsqueda de soluciones (Alston, 2017).
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Principios transversales de los 
derechos humanos

La elaboración de políticas públicas con un enfoque de derechos requiere un compromiso 
sólido con la promoción y protección de los derechos humanos. A través de la identifica-
ción de problemas, el análisis de impacto en derechos humanos, la consulta pública y la 
evaluación constante, se pueden diseñar y adaptar políticas que garanticen el respeto y 
promoción de los derechos fundamentales de todas las personas.

Este documento establece los siguientes principios basándose en los establecidos por la 
Comisión Interamericana de Derechos Humanos (CIDH, 2018):

•	 Igualdad y no discriminación.

•	 Participación ciudadana.

•	 Mecanismos de reclamo y el acceso a la justicia.

•	 La producción y el acceso a la información como garantía de transparencia y rendición 
de cuentas.

•	 La protección prioritaria a grupos en situación de discriminación histórica.

•	 La perspectiva de género, diversidad, interculturalidad, interseccionalidad y derechos 
de la niñez.
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I.	 Igualdad y no discriminación 

Este principio debe estar presente desde la definición de un problema, donde el Estado 
planea intervenir. “La igualdad y no discriminación —por razón de género, edad, origen na-
cional, etnia, discapacidad u otras— es el principio común a los enfoques de igualdad y es 
el pilar fundamental del enfoque basado en derechos. Todos los instrumentos de planifi-
cación deben incorporar, de forma transversal y no facultativa, el principio en cuestión” 
(Secretaría Nacional de Planificación y Desarrollo [SENPLADES], 2011, p. 17).

Para la CIDH, la igualdad y no discriminación en las políticas públicas se proyecta en tres 
dimensiones clave (2018, p. 21):

a.	 El Estado debe adoptar medidas que reconozcan la dignidad y los derechos de todas las 
personas en condiciones de igualdad, sin distinción alguna;

b.	 Es necesario diseñar mecanismos diferenciados que atiendan las condiciones particu-
lares de ciertos grupos o poblaciones, con el fin de garantizar una protección adecuada 
que permita alcanzar la igualdad sustantiva;

c.	 La igualdad requiere la participación activa de personas y grupos en situación de discri-
minación histórica en el diseño de las políticas que les afectan.

II.	 Participación ciudadana

La participación es un principio esencial en el contexto democrático y resulta clave para 
consolidar una democracia plena y promover la expansión de derechos. Según el Instituto 
de Políticas Públicas en Derechos Humanos del MERCOSUR (IPPDH, 2014), no basta con la 
participación política en elecciones regulares; es crucial establecer diversos mecanismos 
de participación, con grados de formalidad e institucionalización variados. La existencia y 
operatividad de estos mecanismos permite canalizar demandas, resolver conflictos, faci-
litar el intercambio de perspectivas, construir visiones compartidas y generar acuerdos.

A lo largo de todo el ciclo de políticas públicas con enfoque de derechos, la participación ciu-
dadana juega un papel fundamental (CIDH, 2018). Incluir a la sociedad civil, grupos vulnera-
bles y comunidades afectadas garantiza que las políticas sean verdaderamente representati-
vas y adecuadas a las necesidades de la población. Sin embargo, para lograr una participación 
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efectiva, es necesario abordar barreras como las lingüísticas, el aislamiento geográfico, la 
pobreza, la falta de acceso a servicios básicos y la ineficiencia administrativa (Vega, 2017).

Existen múltiples enfoques para materializar la participación ciudadana. Ejemplos de ello, 
según el IPPDH (2014), son la cocreación de normativas, audiencias públicas, consejos con-
sultivos y presupuestos sociales participativos. En el caso chileno, se cuentan con los si-
guientes espacios para facilitar la participación (SDDHH, 2017):

•	 Consejos Consultivos de Salud.

•	 Consejos de Sociedad Civil en Ministerios y Servicios - COSOC.

•	 Mesas Regionales de Derechos Humanos y de otras temáticas.

•	 Comisiones Asesoras Presidenciales.

III.	 Mecanismos de reclamo y el acceso a la justicia

Entender a las personas como titulares de derechos, en lugar de consumidores o bene-
ficiarios pasivos, implica reconocer que el Estado tiene la obligación de garantizar estos 
derechos. Esto conlleva la necesidad de que las personas tengan la capacidad de exigir 
el cumplimiento de dichas obligaciones y presentar reclamos en caso de incumplimiento 
(IPPDH, 2014). En el Sistema Interamericano, este principio se considera complementario, 
sustentado en el acceso a recursos legales competentes y efectivos, los cuales representan 
la primera línea de defensa de los derechos humanos (CIDH, 2018).

Estos mecanismos no se limitan al ámbito judicial, sino que también incluyen procedimien-
tos administrativos como la revisión de decisiones, la fiscalización ciudadana de las políti-
cas, los foros de reclamos para usuarios y consumidores, las instancias parlamentarias de 
supervisión y las instituciones especializadas en la protección de derechos fundamentales, 
tales como las defensorías del pueblo y oficinas de protección al consumidor (IPPDH, 2014). 
Además, estos mecanismos abarcan sistemas internacionales de protección de derechos 
humanos, complementando las instancias locales.



IV.	 La producción y el acceso a la información como 
garantía de transparencia y rendición de cuentas

El derecho a la información es vital para el funcionamiento y la preservación de la demo-
cracia, pues es un derecho anexo de la libertad de expresión y de la participación política. 
La información de los asuntos públicos promueve mecanismos de participación directa, y 
resulta esencial para procesos de concertación en el diseño, planificación y seguimiento de 
las políticas públicas y la supervigilancia estatal y social para su eficacia que, al estar bien 
informada, identifica avances, obstáculos y retos (SDDHH, 2017).

La transparencia, alcanzada mediante una gestión clara y la amplia difusión de la infor-
mación, puede garantizar la rendición de cuentas y fortalece el monitoreo de los procesos 
políticos y sociales. Con base en los principios de transparencia y participación, el derecho 
a la información permite a la ciudadanía cuestionar y evaluar la gestión gubernamental, 
impulsando así una sociedad informada y activa. Contar con sistemas de información con-
fiables y accesibles maximiza su impacto en este proceso.

V.	 La protección prioritaria a grupos en situación de 
discriminación histórica

La protección especial y prioritaria de grupos históricamente discriminados es una obliga-
ción primordial de los Estados, relacionada con el principio de igualdad y no discriminación 
(SDDHH, 2017, p. 28). Las instituciones del Estado deben enfocar sus esfuerzos y recur-
sos en grupos vulnerables, especialmente aquellos en condiciones de mayor precariedad, 
priorizando sus derechos al planificar y diseñar políticas (IPPDH, 2014, p. 121).

La SENPLADES (2011, p. 18) sugiere varias medidas para promover la igualdad en grupos 
que enfrentan las mayores inequidades, que suelen ser aquellos sujetos a discrimina-
ción histórica:

•	 Fomentar la igualdad de oportunidades mediante acciones focalizadas en grupos con 
mayores desigualdades.

•	 Implementar medidas de acción afirmativa, como cupos, cuotas o ventajas, para estos grupos.

14
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•	 Eliminar barreras normativas y de procedimiento en el acceso a beneficios y recursos.

•	 Erradicar patrones culturales y prácticas institucionales que perpetúan la discriminación.

Este principio está estrechamente vinculado con los enfoques de género, diversidad, in-
terseccionalidad y derechos de la niñez, temas que se desarrollan en el siguiente apartado, 
junto con la identificación de poblaciones vulnerables y sus necesidades y aspiraciones.

VI.	 La perspectiva de género, diversidades, interculturalidad, 
interseccionalidad y derechos de la niñez

Las políticas públicas deben integrar las realidades y necesidades de los grupos a quienes 
van dirigidas, permitiendo así reconocer el impacto que tienen sobre ellos. Promover la 
igualdad en el trato, los procedimientos y las leyes contribuye a construir una sociedad 
más equitativa, con igualdad de oportunidades y resultados para todos (SENPLADES, 2011).

La igualdad de género busca reducir las disparidades históricas entre mujeres y hombres, 
originadas en construcciones sociales, culturales, políticas y económicas propias de siste-
mas patriarcales y estereotipos de género. Los Estados tienen la responsabilidad de incor-
porar la perspectiva de género, diversidad e interculturalidad en sus políticas y acciones 
(CIDH, 2018). Además, es crucial considerar las diversidades, la interseccionalidad y a una 
población frecuentemente excluida de la toma de decisiones: niños, niñas y adolescentes 
(NNA) (UNICEF, 2022).

Abordar la diversidad implica adoptar un enfoque inclusivo1 que garantice la igualdad de 
oportunidades y el ejercicio pleno de los derechos de cada individuo, creando entornos 
inclusivos en todos los aspectos de la vida (Álvarez, 2022). La interseccionalidad, por su 
parte, considera cómo diferentes factores de desigualdad se entrecruzan e influyen en la 
distribución del poder entre distintos grupos sociales (Coll-Planas y Solà-Morales, 2019). 
Como describe Crenshaw (2000 en Organización para las Naciones Unidas para la Alimen-
tación y la Agricultura [FAO], 2022), estas “diferencias que marcan la diferencia” afectan la 
vida de las personas de manera única.

1	 La inclusión se entiende como la condición en la que cualquier individuo, sin importar sus características personales, 
sociales o culturales, se siente parte integral de los espacios (Álvarez, 2022).
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Propuesta de lista de chequeo 
para la incorporación del enfoque 
de derechos en la elaboración de 
políticas públicas regionales

La presente lista de chequeo está diseñada para apoyar la incorporación de un enfoque de 
derechos en la elaboración de políticas públicas regionales, ofreciendo una guía dinámica 
y adaptable a las necesidades de los equipos técnicos que trabajan en las distintas fases 
del ciclo de elaboración de políticas públicas: desde el diseño y la implementación, hasta el 
seguimiento y la evaluación de resultados. Esta herramienta busca fortalecer la capacidad 
de los gobiernos regionales para abordar las problemáticas de manera inclusiva, efectiva y 
fundamentada en la equidad y la justicia social.

La lista se apoya en criterios transversales que orientan cada etapa del proceso, promo-
viendo la participación ciudadana, la transparencia y el uso de indicadores específicos 
para evaluar el impacto en los derechos humanos y el acceso a la justicia. Para garantizar 
que cada política pública respete estos principios, se plantean preguntas clave que permi-
ten a los equipos técnicos y políticos asegurar que el desarrollo de las políticas aborde la 
igualdad, la no discriminación y la integración de los grupos más vulnerables, en particular 
aquellos que enfrentan discriminación histórica.

Además, esta herramienta permite que las políticas públicas se ajusten a las realidades y 
necesidades particulares de cada región, promoviendo un proceso de toma de decisiones 
informado, ajustado a las circunstancias locales y alineado con los principios de derechos 
humanos. De esta forma, la lista de chequeo se convierte en un recurso práctico y esencial 
para fortalecer el compromiso del gobierno regional (GORE) con una gestión pública que 
promueva y respete la dignidad humana2.

2	 El presente ciclo de políticas fue desarrollado sobre la base de diversos documentos, entre los que se encuentran los 
de Subdere (2009), IPPDH (2014), SDDHH (2017), CIDH (2018), entre otros.



17GUÍA PARA LA FORMULACIÓN DE POLÍTICAS PÚBLICAS REGIONALES CON ENFOQUE DE DERECHOS

Características de la lista de chequeo

Flexible: puede ser adaptada según las necesidades de los equi-
pos técnicos que trabajen en la política pública. Aplicable a distin-
tas fases del ciclo de esta (diseño, implementación, seguimiento).

Herramienta de apoyo: orientada a guiar el desarrollo de polí-
ticas públicas con enfoque de derechos humanos, permitiendo 
ajustes a las circunstancias específicas de cada región.

Criterios transversales

•	 Incorporación del enfoque de derechos humanos a lo largo de 
todo el ciclo de la política pública.

•	 Participación ciudadana en las diferentes fases de la política.

•	 Uso de indicadores claros para medir el impacto en derechos 
humanos y acceso a la justicia.

	- ¿La política pública aborda los principios de igualdad, no 
discriminación, participación ciudadana y transparencia en 
todas las etapas?

	- ¿Se ha integrado un enfoque de género, diversidades y gru-
pos en situación de discriminación histórica?

	- ¿Existen mecanismos de acceso a la información y rendición 
de cuentas durante todo el ciclo de la política pública?

	- ¿Se garantiza que los grupos más vulnerables participen en 
todas las etapas del proceso?
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Figura 1. Ciclo de la política pública regional

Fuente: Elaboración propia con base en Subdere (2009), IPPDH (2014), SDDHH (2017), CIDH (2018), entre otros.
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Esta etapa sienta las bases necesarias para 
que la formulación de una política pública 
con enfoque de derechos arranque con ba-
ses firmes, asegurando que el proceso sea 
inclusivo, bien coordinado y esté respalda-
do por datos y recursos adecuados.

Preparación para el 
proceso de elaboración de 
una política pública con 
enfoque de derechos

PASO 1
Paso 1: Preparación para el proceso de elaboración de una política pública con enfoque de derechos
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a.	 Formación de equipos técnicos y políticos

En esta fase inicial, el gobierno regional debe conformar los equipos que liderarán la toma 
de decisiones y la ejecución del proceso. Estos equipos incluirán expertos en la temática, 
tanto técnicos como políticos, quienes tendrán la responsabilidad de coordinar y llevar a 
cabo las acciones necesarias para desarrollar la política pública (Programa de las Naciones 
Unidas para el Desarrollo [PNUD], 2017). Para su formación exitosa se sugiere contestar las 
siguientes preguntas:

Voluntad política y compromiso

•	 ¿Existe un compromiso formal de la máxima autoridad (gobernador/gobernadora) para 
apoyar el proceso de elaboración de la política pública con enfoque de derechos?

•	 ¿Se ha garantizado que el proceso cuenta con la sostenibilidad necesaria, incluyendo 
recursos políticos y financieros a largo plazo?

•	 ¿Las entidades públicas involucradas tienen representantes designados con autoridad 
suficiente para tomar decisiones?

Conformación del equipo político

•	 ¿Se ha conformado un equipo político liderado por la máxima autoridad regional o su 
representante?

•	 ¿El equipo político cuenta con representación de todas las entidades públicas clave re-
lacionadas con la temática de la política pública?

•	 ¿Se han definido claramente las responsabilidades del equipo político (supervisión, mo-
nitoreo y aprobación de productos del proceso)?

•	 ¿El equipo político ha establecido mecanismos de comunicación y coordinación con el 
equipo técnico?
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Conformación del equipo técnico

•	 ¿Se ha designado un equipo técnico interdisciplinario con profesionales del gobierno 
regional y colaboradores externos?

•	 ¿El equipo técnico está coordinado por una persona responsable, como el encargado de 
la división de planificación y desarrollo del gobierno regional?

•	 ¿Se han definido claramente los perfiles profesionales necesarios para formar parte del 
equipo técnico, asegurando la interdisciplinariedad?

•	 ¿Existen descripciones claras de los roles y funciones de cada miembro del equipo técnico?

•	 ¿El equipo técnico mantiene relaciones cercanas con actores estratégicos relevantes 
para asegurar una cooperación constante?

Colaboración y sinergias

•	 ¿El equipo técnico y el equipo político tienen una comunicación fluida y constante para 
asegurar que las decisiones políticas se traduzcan en acciones técnicas?

•	 ¿El equipo técnico tiene la capacidad y autoridad necesarias para gestionar alianzas 
estratégicas, recursos humanos y financieros?

b.	 Identificación de actores clave

Se debe identificar a los actores y partes interesadas involucrados o afectados por la polí-
tica. Estos pueden incluir otras agencias gubernamentales, organizaciones de la sociedad 
civil, grupos comunitarios y cualquier entidad relacionada con los derechos humanos en 
la región. Se debe establecer cómo estos actores colaborarán y se coordinarán durante el 
proceso (PNUD, 2017).
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Identificación de actores

•	 ¿Se ha realizado un mapeo exhaustivo de los actores relevantes (gobierno nacional, lo-
cal, sociedad civil, sector privado, academia, cooperación internacional)?

•	 ¿Se ha considerado la representatividad de los actores, asegurando la inclusión de or-
ganizaciones de la sociedad civil, ONG, gremios productivos, colegios profesionales y 
otros grupos clave?

•	 ¿Se han identificado los actores que tienen responsabilidad directa o indirecta en la 
temática de la política pública?

•	 ¿Se ha evaluado el nivel de incidencia de cada actor (nacional, regional o local) en el 
tema que aborda la política pública?

Participación y alianzas estratégicas

•	 ¿Se han generado espacios para coordinar a los actores identificados (comités, cuerpos 
colegiados, mesas de diálogo, talleres, foros, comisiones temáticas, etc.)?

•	 ¿El equipo técnico ha consolidado alianzas estratégicas que faciliten la cooperación y 
generen confianza entre los actores clave?

•	 ¿Se han creado procesos para articular a los actores locales, regionales y nacionales, 
asegurando que colaboren en la implementación de la política?

•	 ¿Se han identificado mecanismos que permitan aumentar los recursos disponibles (hu-
manos, financieros, técnicos) a través de la participación de actores externos?

Coordinación y sostenibilidad

•	 ¿Existen mecanismos de coordinación claros y efectivos para garantizar una comunica-
ción fluida entre los actores involucrados?
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•	 ¿Se han creado instancias para fomentar el aprendizaje social, comprensión y valoriza-
ción de la diversidad entre los actores?

•	 ¿Se han establecido compromisos claros con los actores clave para garantizar la soste-
nibilidad futura de la política pública?

Espacios de encuentro y confianza

•	 ¿Se han planificado espacios de encuentro que generen procesos de confianza entre los 
actores (talleres, reuniones periódicas, etc.)?

•	 ¿Los actores están comprometidos a participar activamente en los espacios de diálogo 
y debate sobre la temática de la política?

c.	 Definición de la participación ciudadana

Uno de los principios transversales del enfoque de derechos es la participación ciudadana. 
En esta etapa, se debe planificar cómo la ciudadanía estará involucrada en la elaboración 
de la política, lo que implica crear espacios de participación que permitan a la población 
expresar sus opiniones, preocupaciones y sugerencias, garantizando que el proceso sea 
inclusivo y participativo.

Identificación y diseño de espacios de participación

•	 ¿Se han identificado los espacios de participación adecuados (encuestas, grupos foca-
les, entrevistas, talleres, historias de vida, etc.) para recabar información y percepciones 
de las y los ciudadanos?

•	 ¿Se han considerado factores socioeconómicos, territoriales, de diversidad, igualdad y 
no discriminación al diseñar los espacios de participación?

•	 ¿Se ha garantizado que los grupos más vulnerables y tradicionalmente excluidos tengan 
la oportunidad de participar activamente en estos espacios?
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Momento y planificación de la participación

•	 ¿Se ha definido el momento adecuado para convocar a los actores y activar los espacios 
de participación, asegurando que su contribución sea relevante para el diagnóstico y las 
propuestas de acción?

•	 ¿Los espacios de participación están programados en instancias críticas del proceso, 
como la identificación del problema y la evaluación de alternativas de acción?

Inclusión y legitimidad

•	 ¿Las y los actores que participarán representan la diversidad de la comunidad (grupos 
socioeconómicos, territoriales, de género, étnicos, etc.)?

•	 ¿Se ha previsto la participación comunitaria directa cuando los actores se relacionen 
con la temática a tratar?

Herramientas de recolección de información

•	 ¿Se han seleccionado las herramientas cuantitativas y/o cualitativas más adecuadas 
(encuestas, entrevistas, grupos focales, etc.) para obtener información válida y útil de 
los participantes?

Evaluación y generación de propuestas

•	 ¿Los espacios de participación permitirán recoger información que sea útil para evaluar 
el éxito de las políticas y generar propuestas que garanticen el cumplimiento de los 
derechos de los ciudadanos?

Accesibilidad y facilitación

•	 ¿Se han tomado medidas para garantizar que los espacios de participación sean accesi-
bles para todos los ciudadanos (considerando barreras físicas, lingüísticas, digitales, etc.)?
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d.	 Definición de insumos y recursos 
institucionales

Para que el proceso avance de manera fluida, es necesario contar con los recursos nece-
sarios, como datos actualizados, recursos humanos y financieros, y herramientas metodo-
lógicas y técnicas que faciliten la toma de decisiones informadas. Los insumos utilizados 
deben ser oficiales y confiables, asegurando que el trabajo tenga una base sólida.

Información teórica y normativa

•	 ¿Se ha identificado el fundamento teórico y normativo que sustenta el tema de la po-
lítica pública?

•	 ¿Existen documentos normativos y académicos oficiales que guíen la elaboración de la 
política pública?

•	 ¿Se ha garantizado el acceso a toda la información necesaria para respaldar las decisio-
nes de la política pública?

Datos estadísticos y geográficos

•	 ¿Se cuenta con datos estadísticos oficiales, actualizados y desagregados (por género, 
región, grupos vulnerables, etc.) relevantes para la temática de la política?

•	 ¿Se dispone de información geográfica adecuada que permita evaluar la realidad terri-
torial de la región donde se implementará la política?

•	 ¿Los insumos estadísticos y geográficos están alineados con los objetivos específicos de 
la política pública?
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Fuentes y calidad de los insumos

•	 ¿Las fuentes de información utilizadas son oficiales, confiables y provienen de institu-
ciones reconocidas?

•	 ¿La información con la que se cuenta está actualizada y es adecuada para respaldar las 
decisiones de la política pública?

Instrumentos de planificación y evaluación

•	 ¿Se han revisado los instrumentos de planificación regional existentes que puedan in-
fluir en el desarrollo de la política pública (planes de ordenamiento territorial, estrate-
gias regionales de desarrollo, etc.)?

•	 ¿Se han considerado los resultados de seguimientos y evaluaciones previas de políticas 
o programas relacionados con la temática?

Acceso y recopilación de insumos

•	 ¿Existen mecanismos para asegurar el acceso a la información clave que se necesitará 
durante el desarrollo de la política pública?

•	 ¿Se han considerado las investigaciones existentes sobre la temática y se han evaluado 
para complementar los insumos disponibles?

e.	 Creación de una hoja de ruta

En esta etapa, se debe elaborar un documento que contenga las actividades a realizar, los 
tiempos y plazos y las responsabilidades de cada actor. La hoja de ruta será una guía de cómo 
llevar a cabo las fases de la formulación y, por lo mismo, debe ser flexible. Varios cambios 
pueden ser introducidos en el documento a medida que se abordan los distintos desafíos.
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Definición de actividades e hitos

•	 ¿Se han identificado todas las actividades necesarias para cada etapa del proceso de 
formulación de la política pública?

•	 ¿Están claramente definidos los hitos principales que deben cumplirse en cada fase 
del proceso?

Asignación de responsabilidades

•	 ¿Se ha designado a una persona o equipo responsable para cada actividad y tarea?

•	 ¿Los responsables tienen la autoridad y los recursos necesarios para llevar a cabo sus tareas?

Plazos y cronograma

•	 ¿Se han establecido plazos claros para cada actividad, incluyendo fechas de inicio y término?

•	 ¿El cronograma tiene suficiente flexibilidad para adaptarse a cambios imprevistos du-
rante el proceso?

Resultados esperados

•	 ¿Se han definido claramente los resultados esperados en cada etapa del proceso (indi-
cadores de éxito, productos intermedios, etc.)?

•	 ¿Estos resultados están alineados con los objetivos generales y específicos de la política 
pública con enfoque de derechos?
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f.	 Monitoreo y evaluación de la hoja de ruta

•	 ¿El equipo político y el coordinador del equipo técnico han validado formalmente la 
hoja de ruta?

•	 ¿Existen mecanismos para monitorear el progreso de cada actividad y etapa de la 
hoja de ruta?

•	 ¿Se ha establecido un proceso para actualizar la hoja de ruta en función de los avances 
o cambios en el contexto?

Comunicación y transparencia

•	 ¿Se ha comunicado la hoja de ruta a todos los actores clave involucrados en el proceso, 
incluyendo las responsabilidades y los plazos?

•	 ¿El proceso de revisión y actualización de la hoja de ruta se realizará de manera trans-
parente y participativa?

Coordinación de objetivos de corto y largo plazo

•	 ¿La hoja de ruta permite coordinar eficazmente los objetivos de corto y largo plazo de 
la política pública?

•	 ¿Están claramente identificados los puntos en los que se tomarán decisiones estratégi-
cas para avanzar en los objetivos de largo plazo?

Identificación de obstáculos y oportunidades

•	 ¿Se han previsto posibles obstáculos o desafíos que podrían surgir durante el proceso?

•	 ¿Se han identificado oportunidades que podrían ser aprovechadas en el desarrollo de la 
política pública?



La siguiente etapa corresponde al proceso en que 
el gobierno regional selecciona y prioriza los pro-
blemas que requieren intervención y acción me-
diante una política pública. Es una fase esencial, 
ya que define las problemáticas a tratar y cómo 
se posicionarán dentro de la agenda pública. 
 
Cuando el proceso se aborda desde un enfoque 
de derechos, se busca identificar las necesidades 
y desafíos, además de entender cómo afecta a los 
derechos de las personas. Para llevarlo a cabo, se 
debe realizar un análisis profundo de las brechas 
que hay en derechos e identificar los problemas 
que demanden la intervención del Estado para que 
pueda garantizar la equidad, inclusión y el respeto a 
la dignidad humana (CIDH, 2018).

Identificación de la 
problemática con enfoque 
de derechos e incorporación 
en la agenda pública

PASO 2
Paso 2: Identificación de la problemática con enfoque de derechos e incorporación en la agenda pública
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a.	 Identificación de las situaciones 
problemáticas con enfoque de derechos

Se refiere al comienzo del proceso de elaboración de una política pública, donde se identi-
fican los problemas y necesidades que requieren ser abordados desde una perspectiva de 
derechos humanos. Este paso es primordial para definir la agenda de políticas públicas de 
un gobierno regional y establecer las prioridades de acción.

Estas preguntas permiten identificar de manera íntegra las problemáticas y alinearlas con 
los derechos humanos, facilitando así su inclusión en la agenda pública regional.

Claridad en los derechos a proteger

•	 ¿Se han identificado claramente cuáles son los derechos que el Estado está obligado a 
proteger, promover y garantizar en la región?

•	 ¿Se han definido las personas que enfrentan obstáculos para acceder a estos derechos?

Revisión de instrumentos regionales

•	 ¿Se ha revisado la estrategia regional de desarrollo (ERD) para identificar prioridades y 
líneas estratégicas de acción?

•	 ¿Se ha analizado el plan regional de gobierno y otros compromisos regionales que pue-
dan ser relevantes para la identificación de problemáticas?

•	 ¿Se ha revisado el plan regional de ordenamiento territorial y otros documentos perti-
nentes a la región que incluyan problemáticas relevantes?

•	 ¿Se ha sistematizado la información de los instrumentos regionales, estableciendo una 
matriz que relacione la problemática con los derechos humanos afectados?
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Sistematización y levantamiento de información

•	 ¿Se han identificado situaciones problemáticas discutidas en el consejo regional (CORE) 
que puedan requerir intervención desde una perspectiva de derechos?

•	 ¿Se ha considerado la información difundida por medios de comunicación regionales y 
las demandas públicas expresadas por actores políticos, sociales y económicos?

•	 ¿Se ha sistematizado la información cualitativa recogida, complementando la matriz 
con nuevos datos obtenidos de medios y reuniones de trabajo?

Participación ciudadana en la identificación de problemáticas

•	 ¿Se han utilizado mecanismos de participación ciudadana como entrevistas, encuestas, 
grupos focales, etc., para recoger percepciones y demandas sobre las problemáticas 
identificadas?

•	 ¿Se ha asegurado que los grupos más vulnerables y marginados tengan la oportunidad 
de participar y expresar sus necesidades?

Elaboración del listado de problemáticas

•	 ¿Se ha elaborado un listado de problemáticas identificadas en el territorio, describiendo 
cada una y relacionándola con los derechos humanos no garantizados?

•	 ¿Se han agrupado las problemáticas por tema o derecho humano para facilitar su análisis?

•	 ¿Se ha evaluado cuáles de las problemáticas son susceptibles de ser abordadas por el 
gobierno regional?
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Alineación con derechos humanos internacionales

•	 ¿Se ha alineado cada situación problemática con las normas internacionales de dere-
chos humanos aplicables para justificar su inclusión en la agenda de políticas públicas?

•	 ¿Se ha garantizado que las problemáticas afecten a un segmento significativo de la po-
blación, especialmente grupos excluidos o marginados?

b.	 Descarte de situaciones problemáticas

Se refiere a la evaluación que se realiza para determinar qué problemáticas pueden ser 
abordadas por el gobierno regional y cuáles deben descartarse. Es la fase que se realiza 
posterior al haber identificado y sistematizado las problemáticas regionales. Este paso es 
esencial para priorizar y enfocar los esfuerzos del GORE en problemáticas que sean real-
mente de su competencia y factibles de resolver (Subsecretaría de Desarrollo Regional y 
Administrativo [Subdere], 2009).

Este paso asegura que el gobierno regional se enfoque en las problemáticas que pue-
de abordar dentro de su ámbito de competencias y con los recursos disponibles, lo que 
mejora los esfuerzos y aumenta las posibilidades de éxito en la formulación de políticas 
públicas efectivas.

Pertinencia al ámbito público

Como lo plantea la Subdere (2009, p. 35), “lo que importa es distinguir entre los pro-
blemas públicos que requieren una respuesta del gobierno regional, de aquellos que se 
sitúan en el ámbito privado individual/familiar, empresarial o de mercado”. Sin embar-
go, algunas situaciones privadas pueden convertirse en problemas públicos si generan 
externalidades negativas o afectan derechos ciudadanos (por ejemplo, derechos 
del consumidor).

•	 ¿Es la problemática un asunto público que el gobierno regional debe abordar o pertene-
ce al ámbito privado (individual/familiar/empresarial)?
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•	 ¿Existe alguna externalidad negativa o falla de mercado que justifique la intervención 
pública en una problemática inicialmente privada?

•	 ¿El problema tiene implicaciones en los derechos sociales o ciudadanos que justifiquen 
su incorporación en la agenda pública?

Capacidad para resolverlas

Se evalúa si la problemática puede ser resuelta por el GORE, teniendo en cuenta la comple-
jidad del problema y los recursos disponibles. Si una problemática es demasiado compleja 
o requiere recursos que el GORE no posee, debe descartarse del proceso.

•	 ¿El GORE tiene la capacidad técnica, financiera y humana para resolver esta problemática?

•	 ¿El impacto de resolver esta problemática será significativo en términos de derechos 
humanos y desarrollo regional?

•	 ¿La problemática es demasiado compleja o demandante en recursos para ser abordada 
por el GORE dentro de su actual capacidad operativa y financiera?

Competencias del GORE

“No todo asunto público es competencia del gobierno regional” (Subdere, 2009, p. 36). Las 
problemáticas que no están dentro de las competencias legales del gobierno regional de-
ben ser descartadas. Estas competencias están delimitadas por las leyes y normativas que 
regulan la jurisdicción del GORE.

•	 ¿Esta problemática está dentro de las competencias legales y jurisdiccionales del go-
bierno regional?

•	 ¿El GORE tiene competencia legal para actuar sobre esta problemática o aquella corres-
ponde a otra entidad (nacional o local)?

•	 ¿Existen marcos normativos claros que limiten o apoyen la intervención del GORE en 
esta situación problemática?
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c.	 Selección y priorización de las situaciones 
problemáticas con enfoque de derechos

En esta etapa se definen y priorizan las problemáticas que se incluirán en la agenda regio-
nal. Se debe llevar a cabo después de la identificación y evaluación de problemáticas por 
parte del gobierno regional, con el objetivo de facilitar la selección de las más factibles, 
impactantes y representativas del compromiso con la protección y promoción de los dere-
chos humanos en el territorio (Subdere, 2009).

Presentación de las situaciones problemáticas al consejo regional

Identificadas las problemáticas que son competencia del GORE, la o el gobernador regional 
presenta estas situaciones al consejo regional, generalmente con el apoyo del equipo de 
planificación y desarrollo. En esta etapa, el CORE tiene la responsabilidad de debatir sobre 
cuáles de estas problemáticas deben incluirse en la agenda pública (Subdere, 2009).

•	 ¿Se han presentado todas las situaciones problemáticas identificadas que son de com-
petencia del gobierno regional al consejo regional?

•	 ¿El gobernador regional y el equipo de planificación han proporcionado toda la información 
necesaria para el debate en el CORE (datos, análisis, impactos en derechos humanos, etc.)?

•	 ¿Se ha considerado la relevancia de cada problemática en términos de derechos huma-
nos y el impacto que tiene en la población regional?

Selección y priorización por parte del CORE

Luego del debate, el consejo regional selecciona y jerarquiza las situaciones problemáticas 
presentadas. No todas las problemáticas seleccionadas serán necesariamente abordadas, 
ya que el GORE tiene sus prioridades, las cuales deben ajustarse a la capacidad operativa y 
los recursos disponibles (Subdere, 2009).

•	 ¿El CORE ha debatido adecuadamente sobre la urgencia, impacto y viabilidad de abordar 
cada una de las problemáticas presentadas?
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•	 ¿Se han priorizado las situaciones problemáticas basándose en su impacto en los dere-
chos humanos, la equidad y la justicia social?

•	 ¿Se ha considerado la capacidad operativa y los recursos disponibles del GORE al prio-
rizar las problemáticas?

•	 ¿El CORE ha establecido un criterio claro para seleccionar cuáles situaciones serán parte 
de la agenda pública regional?

•	 ¿La selección final refleja un enfoque de derechos humanos, priorizando aquellas pro-
blemáticas que afectan a los grupos más vulnerables y marginados?

d.	 Incorporación de las problemáticas en la 
agenda pública regional

Lo que se hace en este paso es integrar las problemáticas que priorizó el CORE a la agen-
da pública del gobierno regional, lo que compromete a las autoridades a abordarlas. 

Conformación de la agenda pública

Una vez que el CORE ha consensuado las problemáticas a abordar, estas pasan a formar 
parte de la agenda pública del gobierno regional, lo que implica un compromiso oficial para 
intervenir sobre ellas. Esta agenda define las prioridades en las que el gobierno regional 
centra sus esfuerzos (Subdere, 2009).

•	 ¿Se ha integrado formalmente en la agenda pública regional el conjunto de problemáti-
cas seleccionadas por el CORE?

•	 ¿La agenda pública refleja el compromiso del gobierno regional con la intervención so-
bre las problemáticas identificadas?

•	 ¿Se han comunicado de manera transparente las prioridades de la agenda pública a los 
actores clave y a la ciudadanía?
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Selección de problemáticas que requieren una respuesta 
inmediata o política pública

De las problemáticas seleccionadas, es preciso distinguir aquellas que necesitan una res-
puesta inmediata (situaciones coyunturales) de las que necesitan ser abordadas por polí-
ticas públicas realizables en mediano y largo plazo. Mientras que las primeras pueden ser 
consideradas en el plan regional de gobierno, las segundas requieren de una intervención 
más estructurada, que puede ir más allá del mandato de una o un gobernador o de un go-
bierno nacional (Subdere, 2009).

•	 ¿Se ha hecho una distinción clara entre las problemáticas que requieren una respuesta 
inmediata y las que necesitan políticas públicas de mediano o largo plazo?

•	 ¿Las situaciones coyunturales han sido incorporadas en el plan regional de gobierno 
para una intervención rápida?

•	 ¿Las problemáticas que exigen una intervención más estructurada han sido identifica-
das para el desarrollo de políticas públicas a largo plazo?

•	 ¿Se ha considerado la capacidad del GORE para dar respuesta a las problemáticas selec-
cionadas en términos de recursos y tiempo disponibles?

•	 ¿Se ha evaluado la necesidad de diseñar políticas públicas que trasciendan el periodo de 
un gobierno regional o nacional?



Durante esta fase, la situación problemática identi-
ficada es convertida en un problema estructurado 
listo para ser abordado mediante una política pú-
blica. Para ello, se requieren pasos específicos para 
asegurar que la política resultante sea clara, efectiva 
y orientada a la promoción y garantía de los dere-
chos humanos. Una buena formulación es esencial, 
ya que determina la dirección de la política y propor-
ciona un marco para futuras soluciones. Las políti-
cas que se elaboran sin un marco adecuado pueden 
carecer de efectividad y claridad. Incluso se puede 
perder el compromiso con la protección de los de-
rechos humanos. Los elementos clave de esta etapa 
se describen a continuación (Subdere, 2009).

Formulación del problema 
objeto de política pública 
con enfoque de derechos

PASO 3
Paso 3: Formulación del problema objeto de política pública con enfoque de derechos
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a.	 Identificación y delimitación del problema

Este paso posibilita conocer a fondo el problema y asegurar que la política pública esté 
dirigida a erradicar las causas y consecuencias de forma efectiva y apegada a los derechos 
humanos. Consiste en realizar un diagnóstico profundo de la situación problemática, de-
sarrollando un análisis detallado de los datos cuantitativos y la percepción de los actores 
involucrados (Subdere, 2009). Con ello, se puede estructurar el problema que será objeto 
de la política pública, considerando su impacto en los derechos humanos de las personas, 
especialmente de los grupos mayormente vulnerados. Se identifican también las subpro-
blemáticas del problema estudiado, así como sus causas, consecuencias y el impacto que 
tiene en los derechos humanos (SENPLADES, 2011).

Elaboración del diagnóstico

Se realiza un análisis exhaustivo de la situación, que incluye factores multidimensionales 
y tendencias que han llevado al estado actual del problema, proyectando además su im-
pacto futuro. El diagnóstico describe el problema y sus causas, usando datos oficiales e 
indicadores (SENPLADES, 2022).

•	 ¿Cómo afecta la situación a la población y qué derechos se ven comprometidos?

•	 ¿Cuándo se detectó esta problemática y cuáles son sus causas?

•	 ¿A quiénes afecta principalmente y en qué lugares se presenta con mayor intensidad?

•	 ¿Cuáles son las dimensiones cuantificables del problema y cuáles son sus efectos direc-
tos e indirectos?

•	 ¿Se han identificado subproblemáticas y posibles alternativas de solución en el diag-
nóstico?
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Definición de actores

Identificar a los actores relevantes (públicos, privados, ciudadanos) es fundamental para 
comprender sus roles, poder, incentivos y su influencia en la problemática. Esto ayuda a 
considerar sus perspectivas y prever potenciales conflictos o puntos de cooperación.

•	 ¿Quiénes son los actores clave que deben considerarse en el diagnóstico y formulación 
del problema?

•	 ¿Qué roles, niveles de poder e incentivos tienen estos actores?

•	 ¿Qué actores pueden influir de manera favorable o desfavorable en la solución del 
problema?

•	 ¿Cuáles son los espacios de cooperación y posibles puntos de conflicto entre los actores?

Levantamiento de información con enfoque de derechos

Se investigan las causas de la vulneración de derechos en la problemática, revisando si las 
obligaciones internacionales en materia de derechos humanos se cumplen y asegurando 
que las políticas propuestas respeten estos estándares (Arnoletto, 2014).

•	 ¿De qué manera el problema afecta derechos humanos específicos (como el derecho a 
la educación, salud, igualdad, etc.)?

•	 ¿Se cuenta con datos sobre el impacto del problema en grupos vulnerables o marginados?

•	 ¿Las políticas propuestas están alineadas con tratados y normas internacionales de de-
rechos humanos?

•	 ¿Se requiere ajustar las propuestas para garantizar coherencia con los estándares inter-
nacionales de derechos humanos?
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Revisión de información cuantitativa

Se analizan datos cuantificables para describir el problema mediante indicadores, es-
tableciendo una línea de base que permita medir el impacto de las políticas futuras 
(SENPLADES, 2022).

•	 ¿Se dispone de indicadores y datos cuantitativos confiables para describir el problema?

•	 ¿Se ha realizado un análisis minucioso de las causas y efectos utilizando datos verificables?

•	 ¿Se ha establecido una línea de base que permita medir y comparar el impacto de la 
política pública a futuro?

Selección de situaciones subproblemáticas

Consiste en evaluar el listado de subproblemáticas identificadas y decidir cuáles continua-
rán en el proceso de formulación de la política pública. El objetivo es asegurar que solo las 
subproblemáticas pertinentes y manejables sean abordadas.

i.	 Pertinencia al ámbito público: solo se consideran las subproblemáticas que pertene-
cen al ámbito público, es decir, aquellas en las que el gobierno regional puede intervenir 
legítimamente. Las situaciones de carácter privado (personales, familiares, empresaria-
les) se descartan, salvo que generen externalidades o efectos significativos en el ámbito 
público que justifiquen su inclusión.

ii.	 Capacidad operativa y de recursos: es importante evaluar si la subproblemática puede 
ser abordada de manera efectiva con los recursos y capacidades actuales del gobierno 
regional. Si una subproblemática es demasiado compleja o requiere recursos que supe-
ran las capacidades del GORE, puede ser descartada del proceso.

•	 ¿Cada subproblemática corresponde al ámbito público y justifica la intervención del 
gobierno regional?

•	 ¿La subproblemática genera impactos sociales amplios que afectan los derechos huma-
nos o el bienestar colectivo?
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•	 ¿La situación puede ser abordada dentro de las competencias y recursos actuales 
del GORE?

•	 ¿Existen causas o efectos asociados que justifican la priorización de esta subproblemá-
tica en el ámbito público?

b.	 Jerarquización de subproblemáticas

No todas las subproblemáticas pueden abordarse simultáneamente. Deben priorizarse 
según criterios determinados por el gobierno regional respectivo. Este proceso permite 
definir cuáles son las más relevantes para la política pública regional, considerando su ali-
neación con los compromisos de derechos humanos y los objetivos de desarrollo regional. 
Así se garantiza que las políticas públicas se centren en temas de impacto real y optimicen 
los recursos del gobierno regional.

Matriz de relación entre problemas

Utilizar una matriz sirve para categorizar los problemas en función de su dependencia e in-
terrelación (alta, media, leve). Esta herramienta facilita la identificación de problemas clave 
con alta dependencia o urgencia que requieran prioridad (SENPLADES, 2011).

•	 ¿Qué problemas muestran una alta dependencia y requieren ser abordados con mayor 
urgencia?

•	 ¿Cuáles son los problemas que, al resolverse, podrían facilitar la solución de otros pro-
blemas relacionados?

Cumplimiento de compromisos internacionales

Se priorizan problemas que, al ser abordados, permiten al gobierno cumplir con los com-
promisos asumidos en tratados y recomendaciones de derechos humanos, asegurando que 
la política pública esté alineada con estándares internacionales (SENPLADES, 2011).
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•	 ¿Qué problemas deben priorizarse para asegurar el cumplimiento de compromisos in-
ternacionales en derechos humanos?

•	 ¿Existen recomendaciones de organismos internacionales que sugieren abordar ciertos 
problemas prioritarios?

Análisis de áreas de decisión

Se evalúa cada problema según áreas de intervención, interconexiones con otros proble-
mas, nivel de urgencia y valores que guían la toma de decisiones, considerando posibles 
incertidumbres institucionales (SENPLADES, 2011).

•	 ¿Qué problemas presentan interconexiones críticas con otras áreas de decisión pública?

•	 ¿Cuáles son las áreas donde la intervención es urgente y tiene un alto impacto potencial?

Decisiones bajo condiciones de incertidumbre

Se eligen opciones estratégicas que sean realizables tanto a corto como a mediano plazo, 
considerando la factibilidad de implementación en un contexto de recursos limitados y la 
presión institucional (SENPLADES, 2011).

•	 ¿Cuáles son las opciones estratégicas más factibles para abordar problemas de corto y 
mediano plazo?

•	 ¿Qué problemas deben priorizarse en función de su impacto en derechos humanos y su 
viabilidad bajo condiciones de incertidumbre?

Determinación del nivel de complejidad

Después de priorizar, se decide el nivel de complejidad entre las subproblemáticas selec-
cionadas para que sea manejable y no haya soluciones insuficientes. En esto se incluye la 
evaluación de las relaciones causa-efecto de las subproblemáticas identificadas para que 
pueda encontrarse el problema de raíz, sin ampliar el alcance. Se diseña el problema a una 
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escala que debería volverlo administrable dentro de la agenda y las capacidades que tiene 
el gobierno regional (Subdere, 2009).

•	 ¿Cuál es el nivel de complejidad de la subproblemática y su relación con problemas más amplios?

•	 ¿Se ha delimitado el problema de forma que permita una intervención efectiva en el 
plazo y recursos disponibles?

c.	 Enunciado del problema

Se transforma una situación percibida como problemática en una definición clara y ma-
nejable, que permita una intervención efectiva a través de una política pública. Este paso 
convierte una “situación problemática” en un “problema” específico y lógico, estableciendo 
los objetivos de lo que se quiere resolver. Una formulación precisa asegura que la política 
pública esté bien orientada, sea abordable y tenga un impacto real, optimizando los recur-
sos y capacidades del gobierno regional (Subdere, 2009). El enunciado del problema debe 
contar con las siguientes características:

Brevedad, claridad y precisión

El enunciado debe ser conciso y fácil de entender. Tener enunciados vagos dificulta la com-
prensión y puede llevar a soluciones ineficaces. 

•	 ¿El enunciado es claro, preciso y libre de ambigüedades?

•	 ¿Es lo suficientemente claro para que sea entendido fácilmente por los actores involu-
crados y facilite la toma de decisiones?

Variable central

El enunciado debe centrarse en una sola variable dependiente, considerada como el pro-
blema principal. Incluir múltiples variables puede diluir el enfoque y hacer más difícil la 
identificación de soluciones efectivas (Subdere, 2009).
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•	 ¿El enunciado contiene solo una variable central que define claramente el problema?

•	 ¿Evita la introducción de variables adicionales que puedan desviar el enfoque del pro-
blema principal?

Evitar formular el problema como falta de medios

Definir el problema en términos de una necesidad o una solución específica limita las alter-
nativas. Es importante no formular el problema como la falta de un bien o servicio, ya que 
esto reduce el margen para encontrar soluciones creativas y consensuadas (Subdere, 2009).

•	 ¿El problema está enunciado como una situación que requiere intervención y no sim-
plemente como la ausencia de una solución o recurso específico?

•	 ¿El enunciado permite la exploración de múltiples alternativas de solución?

Problema que puede ser resuelto

El enunciado debe presentar un problema que el gobierno regional tenga la capacidad y los 
recursos para resolver, manteniendo el enfoque dentro de sus competencias.

•	 ¿El problema planteado se encuentra dentro de las competencias y capacidades del 
gobierno regional?

•	 ¿El enunciado deja espacio para soluciones prácticas y realistas que el gobierno regional 
puede implementar?

d.	 Definición conceptual y operacional

En esta etapa, se define el problema tanto desde el plano conceptual (teoría detrás del 
problema) como operativo (cómo se medirá y abordará). Este proceso asegura una com-
prensión clara y medible del problema, proporcionando una visión compartida entre todos 
los involucrados sobre lo que implica el problema y cómo será evaluado. Es un paso fun-
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damental para medir y monitorear el progreso de la política pública, asegurando que esté 
alineada con los objetivos de derechos humanos.

Definición conceptual del problema

Esta definición establece el problema desde una perspectiva teórica, apoyada en enfoques 
conceptuales relevantes. Es necesario evitar definiciones demasiado amplias o excesiva-
mente específicas para no limitar la intervención y asegurar una comprensión completa 
del problema.

•	 ¿La definición conceptual del problema es clara y refleja una perspectiva teórica 
relevante?

•	 ¿Se han considerado todas las dimensiones esenciales del problema en esta definición?

•	 ¿El enfoque teórico utilizado permite entender el problema y sus posibles soluciones de 
manera coherente?

Definición operacional del problema

La definición operacional se centra en descomponer el problema en dimensiones medi-
bles. Se identifican indicadores específicos para cada dimensión del problema, lo que fa-
cilita su medición empírica. Con estos indicadores se crea un índice que resume de forma 
numérica el problema y permite establecer su magnitud (Subdere, 2009).

•	 ¿Se han identificado indicadores para cada dimensión del problema que faciliten su 
medición?

•	 ¿Es posible construir un índice general que exprese numéricamente la magnitud del 
problema a partir de los indicadores?

•	 ¿Los indicadores seleccionados tienen un enfoque de derechos humanos para garanti-
zar la alineación con los objetivos de la política?
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e.	 Establecimiento de la línea de base

La línea de base es el punto de partida que define la situación actual del problema (“X”) 
y proyecta un estado deseado (“Y”) al cual se busca llegar mediante la política pública. 
Este punto inicial permite medir los cambios a lo largo del tiempo y evaluar el impacto 
de la intervención. Se construye a partir de información primaria o datos secundarios, 
utilizando indicadores específicos para cada dimensión del problema que sean válidos y 
confiables (Subdere, 2009). Así, la línea de base proporciona un marco claro para gestio-
nar y evaluar los resultados de la política pública, comparando la situación inicial con los 
logros alcanzados.

Caracterización de la situación inicial

La línea de base describe la situación inicial del problema (situación “X”), permitiendo 
comparar el estado actual con el estado deseado (“Y”) que la política pública pretende al-
canzar. Este punto de partida permite evaluar el impacto de la política pública en el tiempo 
(Subdere, 2009).

•	 ¿La situación inicial del problema ha sido descrita de manera precisa y con información 
actualizada que refleje su estado actual?

•	 ¿Se han identificado las principales causas estructurales y factores que contribuyen a 
mantener el problema en su situación presente?

•	 ¿La caracterización incluye las diferentes manifestaciones del problema según territo-
rio, población afectada y contexto específico?

•	 ¿Se dispone de evidencia suficiente (cuantitativa y cualitativa) para comprender la 
magnitud y complejidad de la situación inicial?

Indicadores multidimensionales

Al ser los problemas multidimensionales, la línea base se construye mediante indicadores 
específicos para cada dimensión relevante del problema. Estos indicadores deben medir la 
magnitud del problema y serán agrupados en un índice general (Subdere, 2009).
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•	 ¿Los indicadores seleccionados representan adecuadamente cada dimensión del pro-
blema y permiten medir su magnitud de forma válida y confiable?

•	 ¿Se ha establecido una metodología clara para integrar los diferentes indicadores en un 
índice general que refleje la situación global del problema?

•	 ¿Los indicadores elegidos son medibles, específicos y sensibles a los cambios que se 
esperan generar con la política pública?

•	 ¿Se ha verificado que los indicadores sean comparables en el tiempo y permitan el se-
guimiento efectivo de la evolución del problema?

Establecimiento de objetivos de política

La línea base permite definir los objetivos de política en términos de la brecha entre la 
situación actual y la deseada. De esta manera, se establece un marco claro para evaluar los 
avances y el impacto de la política (Subdere, 2009). Para el establecimiento de la línea de 
base se sugiere responder las siguientes preguntas:

•	 ¿La situación inicial (“X”) ha sido definida de manera precisa y con datos fiables y actua-
lizados?

•	 ¿Los indicadores seleccionados representan cada dimensión del problema y permiten 
medir su magnitud?

•	 ¿La línea de base definida permite comparar cambios a lo largo del tiempo y medir el 
impacto de la política pública?

•	 ¿Se han aplicado métodos de validación para asegurar que los indicadores sean válidos 
y fiables?

•	 ¿La línea de base permite establecer objetivos claros para reducir la brecha entre la 
situación actual y la deseada (“Y”)?

•	 ¿Se dispone de información primaria y secundaria suficiente para estructurar una línea 
de base sólida?



Esta se enfoca en identificar la mejor alternativa de 
solución para abordar el problema identificado. Este 
proceso involucra un análisis exhaustivo y la evalua-
ción de distintas alternativas. De ellas, se selecciona 
la que garantice de mejor manera el respeto y la pro-
moción de los derechos humanos, así como la efica-
cia y viabilidad de su implementación (SENPLADES, 
2011). La propuesta de la Subdere (2009) es dividir 
esta etapa en tres fases: formulación de alternati-
vas, evaluación y jerarquización de alternativas, y se-
lección de la alternativa a implementar.

Determinación de la solución 
al problema con enfoque  
de derechos

PASO 4
Paso 4: Determinación de la solución al problema con enfoque de derechos
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a.	 Formulación de alternativas

Se identifican y diseñan acciones específicas que aborden las causas del problema, consi-
derando sus efectos en la ciudadanía y su relación con los derechos humanos (SENPLADES, 
2022). Se generan distintas propuestas de solución basadas en la información obtenida del 
diagnóstico y en las percepciones de los actores y la ciudadanía. Esto puede llevar a que 
el proceso sea inclusivo y legítimo, y a evitar que la política sea percibida como impuesta.

Esta estructura asegura que cada elemento clave se aborde de manera exhaustiva, for-
taleciendo la formulación de alternativas que sean viables, respetuosas de los derechos 
humanos y basadas en evidencia y participación.

Identificación de alternativas de solución

Se debe realizar un listado de varias opciones de intervención, considerando las oportuni-
dades de desarrollo y las problemáticas detectadas. Algunas herramientas como el árbol 
de causa-efecto pueden ayudar a desglosar las causas y efectos del problema y guiar la 
formulación de alternativas (SENPLADES, 2022).

•	 ¿Se han identificado y listado varias alternativas de solución para la problemática u 
oportunidad de desarrollo?

•	 ¿Se ha utilizado el árbol de causa-efecto u otra herramienta similar para desglosar las 
causas y efectos del problema?

Participación de los actores relacionados

La inclusión de actores relevantes en el proceso fortalece la legitimidad de las propuestas 
y asegura que las soluciones respondan a las necesidades y perspectivas de la comunidad 
afectada.

•	 ¿Los actores relevantes están involucrados en la formulación de las alternativas?

•	 ¿Se ha asegurado que cada alternativa refleje las necesidades y perspectivas de la co-
munidad afectada?
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Vinculación con derechos constitucionales

Cada alternativa debe alinearse con los derechos constitucionales, garantizando que las 
intervenciones respeten y promuevan los derechos humanos de la población.

•	 ¿Cada alternativa propuesta es consistente con los derechos constitucionales y pro-
mueve los derechos humanos?

Consideración de evaluaciones previas

Es importante incorporar resultados de seguimiento y evaluaciones anteriores para iden-
tificar qué soluciones han funcionado en el pasado y cuáles no.

•	 ¿Se han considerado los derechos humanos relevantes para asegurar que las alternati-
vas no generen conflictos con los derechos constitucionales?

•	 ¿Se han considerado los resultados de seguimientos y evaluaciones previas en la formu-
lación de las alternativas?

•	 ¿Las lecciones aprendidas de políticas o intervenciones anteriores influyen en las alter-
nativas propuestas?

b.	 Evaluación y jerarquización de alternativas

Esta etapa implica analizar cada alternativa en función de su viabilidad, efectividad, efi-
ciencia y otros criterios clave, para seleccionar y priorizar las opciones más adecuadas. Se 
consideran tanto aspectos técnicos y financieros como sociales y políticos, con el objetivo 
de encontrar una solución sostenible y equitativa (Subdere, 2009).

Este paso permite evaluar las alternativas de manera integral, asegurando que las solu-
ciones priorizadas sean viables, efectivas, equitativas y sostenibles en el contexto de la 
política pública.
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Capacidad de implementación

Se evalúa si existen los recursos financieros y organizativos necesarios para implementar 
cada alternativa. Esto asegura que las propuestas seleccionadas sean realizables dentro de 
las capacidades del gobierno regional (Subdere, 2009).

•	 ¿Cada alternativa cuenta con los recursos financieros y organizativos necesarios para su 
implementación?

•	 ¿Existen las capacidades logísticas y humanas requeridas para ejecutar cada alternativa?

Efectividad de la solución

Analizar la eficiencia y eficacia de cada alternativa. La eficiencia evalúa los costos asocia-
dos a la solución (físicos, tecnológicos, humanos, financieros), mientras que la eficacia esti-
ma el impacto y la capacidad de cada opción para resolver el problema (SENPLADES, 2022).

•	 ¿Es cada alternativa eficiente en términos de costo-beneficio, considerando los recur-
sos disponibles?

•	 ¿Se ha estimado el posible impacto o eficacia de cada alternativa para resolver el problema?

•	 ¿Se han definido los posibles impactos esperados de cada alternativa en la población 
afectada?

Viabilidad en términos políticos, sociales y legales

Examinar si la alternativa es viable en el contexto político, social y administrativo. Este 
análisis considera si la solución es aceptable para actores clave, como el GORE, y si cumple 
con los requisitos legales (Subdere, 2009; SENPLADES, 2011).

•	 ¿Es la alternativa políticamente viable y cuenta con el respaldo del GORE y otros actores 
relevantes?
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•	 ¿La alternativa es socialmente aceptable y tiene el apoyo de los actores sociales y em-
presariales?

•	 ¿Cada alternativa cumple con los requisitos legales y administrativos necesarios para su 
implementación?

Criterios adicionales para la priorización

Se pueden considerar otros criterios, como los propuestos por SENPLADES (2022, p. 27), 
tales como equidad, reducción de brechas y promoción de derechos, sustentabilidad am-
biental, sostenibilidad económica y el respaldo de decisiones políticas.

•	 ¿La alternativa promueve la interseccionalidad, la transformación cultural y estructural, 
la contribución a metas globales (Agenda 2030)?

•	 ¿Cada alternativa propuesta es ambientalmente sustentable, minimizando efectos ne-
gativos sobre el medio ambiente?

•	 ¿La solución es sostenible desde una perspectiva económica y puede mantenerse en el 
tiempo?

•	 ¿Se cuenta con el respaldo político necesario para priorizar esta alternativa?

c.	 Selección de la alternativa

El CORE selecciona la mejor alternativa de solución para formular la política pública. Este 
proceso involucra un debate y la participación de diversas partes interesadas con el fin de 
elegir una alternativa que sea viable, equitativa y que respete los derechos humanos. La 
selección se basa en un análisis exhaustivo y en criterios que aseguren la satisfacción de 
niveles esenciales de derechos económicos, sociales y culturales, con especial atención a 
grupos prioritarios y marginados (SENPLADES, 2011).

Con este paso se garantiza que la selección de la alternativa de solución sea transparente, 
inclusiva y centrada en el respeto de los derechos humanos, facilitando la toma de deci-
siones equitativas y la efectividad de la política pública.
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Exposición de la propuesta ante el CORE

El equipo técnico presenta las alternativas seleccionadas y explica el proceso de evalua-
ción y priorización.

•	 ¿El equipo técnico ha presentado adecuadamente las alternativas de solución seleccio-
nadas ante el CORE?

•	 ¿Los consejeros regionales han tenido la oportunidad de expresar preguntas o inquietu-
des sobre las propuestas?

•	 ¿La presentación facilita una comprensión completa del proceso de evaluación y prio-
rización de alternativas?

Decisión sobre la alternativa de solución por parte del CORE

El CORE lleva a cabo un debate que permite formular diversas visiones e intereses (Sub-
dere, 2009), especialmente en temas de derechos humanos y viabilidad política, social y 
legal (SENPLADES, 2022). Este proceso busca consensuar la alternativa más adecuada para 
abordar el problema.

•	 ¿El CORE ha realizado un debate sobre las alternativas de solución, considerando las 
diversas perspectivas e intereses?

•	 ¿La alternativa seleccionada ha sido consensuada o se ha llegado a una decisión ma-
yoritaria?

•	 ¿El proceso de selección ha considerado la viabilidad política, social y legal-administra-
tiva de cada alternativa?
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Enfoque de derechos y participación de grupos prioritarios

El proceso de decisión debe incluir la participación de las personas pertenecientes a gru-
pos prioritarios; con ello se facilita la inclusión de diversas posturas de manera equitativa. 
Esto puede asegurar que la solución elegida priorice el respeto y satisfacción de los dere-
chos fundamentales (SENPLADES, 2022).

•	 ¿Se ha facilitado la participación de grupos prioritarios, especialmente personas en si-
tuación de pobreza y otros grupos marginados, en el proceso de selección?

•	 ¿La alternativa seleccionada garantiza la satisfacción de niveles esenciales de derechos 
económicos, sociales y culturales, en línea con el Pacto Internacional de Derechos Eco-
nómicos, Sociales y Culturales?

•	 ¿Existen mecanismos institucionales para conciliar opiniones contradictorias de mane-
ra justa y equitativa?



Esta etapa consiste en detallar y formalizar la polí-
tica pública definida, garantizando que cumpla con 
los principios y estándares de los derechos huma-
nos. El proceso se lleva a cabo una vez que el CORE 
ha elegido la alternativa de solución a implementar 
(Subdere, 2009). Se centra en asegurar que la políti-
ca esté alineada con las normativas internacionales 
de derechos humanos, fomentando la protección, 
el respeto y el cumplimiento de los derechos para 
toda la población, sin discriminación (CIDH, 2018). 
 
Esta fase asegura que la política pública esté bien 
estructurada, que sea transparente, medible y ac-
cesible. De esta manera, promueve un entorno 
donde los derechos humanos son activamente res-
petados y protegidos, y se proporciona una base 
sólida para el monitoreo y la evaluación de los lo-
gros de la política en términos de derechos huma-
nos (CIDH, 2018).

Explicitación de la política 
pública con enfoque  
de derechos

PASO 5
Paso 5: Explicitación de la política pública con enfoque de derechos
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a.	 Explicitación de la política con enfoque de 
derechos

Se formaliza la alternativa seleccionada, asegurando que la política pública esté clara-
mente enunciada y estructurada con objetivos específicos, estrategias adecuadas (Subde-
re, 2009) y un enfoque de derechos humanos. Esto facilita que la política sea comprensible, 
medible y orientada a la acción.

Formulación del enunciado

El enunciado describe el problema que la política busca resolver y da contexto para las 
decisiones futuras. Debe ser específico, claro y conciso, evitando ser demasiado amplio 
para asegurar una orientación efectiva en el proceso de implementación (Subdere, 2009).

•	 ¿El enunciado describe claramente el problema que se busca resolver?

•	 ¿Es el enunciado específico y conciso, evitando generalidades excesivas?

•	 ¿El enunciado proporciona el contexto necesario para guiar el resto del proceso de im-
plementación de la política?

Determinación de objetivos

Los objetivos derivan del enunciado y deben ser específicos, realistas, alcanzables y ve-
rificables en un mediano plazo. Estos objetivos responden a preguntas clave como: ¿Qué 
se quiere lograr? ¿A quién afecta? ¿Dónde tendrá efecto? ¿Cuándo se espera alcanzarlo? 
(SENPLADES, 2022)

•	 ¿Los objetivos son claros y específicos, respondiendo a qué se quiere lograr y a quién afecta?

•	 ¿Cada objetivo establece claramente la ubicación geográfica y la temporalidad en que 
se espera el impacto?
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•	 ¿Los objetivos son realistas y alcanzables en un plazo de cuatro años?

•	 ¿Se han definido indicadores que permitan verificar el cumplimiento de los objetivos?

Estrategias de implementación

Cada objetivo debe ir acompañado de al menos una estrategia de implementación que 
explique cómo se alcanzará cada uno de ellos. Esta puede ser de regulación, persuasión o 
dotación directa de bienes o servicios, y debe considerar los recursos disponibles, las res-
tricciones legales y los posibles efectos no deseados (SENPLADES, 2022).

•	 ¿Cada objetivo tiene una o más estrategias claras para su implementación?

•	 ¿Se ha determinado el tipo de estrategia (regulación, persuasión o dotación directa) 
más adecuada para cada objetivo?

•	 ¿Las estrategias consideran los recursos y restricciones legales existentes?

•	 ¿Se han identificado posibles efectos no deseados y previsto medidas para mitigarlos?

•	 ¿Las estrategias están diseñadas para actuar sobre las causas del problema y promover 
cambios en los actores clave?

Selección de metas e indicadores

Las metas representan los resultados esperados al final del periodo de la política pública 
y deben estar alineadas con los derechos humanos y los objetivos definidos previamente; 
deben ser objetivas y factibles (SENPLADES, 2022). Los indicadores permiten medir el gra-
do de logro de los objetivos y deben centrarse en el impacto y los resultados de la política; 
deben ser pertinentes a su respectivo objetivo (Subdere, 2009).

•	 ¿Las metas establecen claramente los resultados esperados al finalizar la política pública?

•	 ¿Cada meta está alineada con los derechos humanos y aborda las necesidades de los 
grupos afectados?
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•	 ¿Los indicadores seleccionados miden de manera adecuada el impacto y resultado de la 
política en relación con sus objetivos?

•	 ¿Las metas e indicadores están basados en la línea de base y son coherentes con los 
objetivos definidos?

Distinción entre indicadores de impacto y de resultado

Los indicadores de impacto miden cambios atribuibles directamente a la intervención de 
la política pública (Subdere, 2009), mientras que los indicadores de resultado evalúan los 
cambios en el bienestar de las personas afectadas (Superintendencia de Salud, 2018); de-
ben dar cuenta del nivel de cumplimiento de los objetivos específicos (RAP, 2022). Esta 
distinción asegura que los indicadores seleccionados reflejen correctamente los efectos 
de la política.

•	 ¿Los indicadores de impacto miden los cambios atribuibles directamente a la política?

•	 ¿Los indicadores de resultado evalúan el estado de bienestar de los beneficiarios de 
la política?

•	 ¿Se ha decidido si los indicadores de impacto o de resultado deben agruparse en un 
índice o ser tratados de forma independiente?

Criterios de selección de indicadores con enfoque de derechos

Los indicadores deben cumplir con criterios específicos, como ser cuantificables, válidos, 
fiables, consistentes con el objetivo, actualizables y con una fuente de verificación clara. 
Estos criterios garantizan la idoneidad de los indicadores en la evaluación de los objetivos 
de la política (Subdere, 2009).

•	 ¿Los indicadores son cuantificables y permiten una medición clara de los logros?

•	 ¿Los indicadores seleccionados son válidos y fiables para los objetivos específicos de la 
política pública?
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•	 ¿Cada indicador es consistente con el tipo de objetivo que mide (producto o impacto)?

•	 ¿Los indicadores son actualizables periódicamente y cuentan con una fuente de verifi-
cación clara?

•	 ¿Se ha evaluado la relación costo-beneficio de los indicadores que requieren recopila-
ción de datos primarios?

Identificación de la disponibilidad de indicadores a partir de 
estadísticas oficiales

Revisar estadísticas oficiales disponibles facilita la selección de indicadores existentes, 
evitando la creación innecesaria de nuevos indicadores y considerando la relación cos-
to-beneficio en su producción y uso (Subdere, 2009).

•	 ¿Se han revisado las estadísticas oficiales disponibles para identificar indicadores existentes?

•	 ¿Los indicadores seleccionados reflejan adecuadamente los aspectos económicos, so-
ciales o específicos del ámbito de intervención de la política pública?

•	 ¿Es necesario crear nuevos indicadores y, si es así, se ha evaluado la relación entre su 
utilidad y el costo de su recopilación?

b.	 Elaboración de la matriz de funcionamiento 
de la política pública

Es un paso crucial que organiza y estructura la política. Proporciona una herramienta visual 
para su implementación y evaluación. De acuerdo con la Subdere (2009), la matriz con-
tiene el enunciado de la política, objetivos, estrategias, la línea de base, los indicadores, 
diferenciando entre los indicadores de impacto y de resultado, y las metas.
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Identificación del ámbito de referencia de la política pública

Este paso define en qué ámbito de acción se enmarca la política (desarrollo social 
y cultural, ordenamiento territorial o productivo), basándose en los instrumentos de 
planificación regional o en políticas nacionales y demandas de actores regionales 
(Subdere, 2009).

•	 ¿Se ha identificado el origen de la política pública en los instrumentos de planificación 
regional o en demandas específicas?

•	 ¿El ámbito de acción de la política se clasifica correctamente como desarrollo social y 
cultural, productivo o territorial?

•	 ¿La política está alineada con los lineamientos estratégicos de la región y otras políticas 
nacionales o sectoriales?

Vaciado del diseño de la matriz

Consiste en trasladar el enunciado de la política, los objetivos, estrategias, indicadores y 
metas a la matriz realizada anteriormente. Esta ayuda a visualizar y registrar la política en 
relación con otras políticas regionales (Subdere, 2009), utilizando herramientas como el 
árbol de problemas y la matriz de marco lógico.

•	 ¿El enunciado de la política pública está correctamente incorporado en la matriz?

•	 ¿Los objetivos y estrategias de la política están claros y bien organizados dentro de la 
matriz?

•	 ¿Se han incluido tanto los indicadores de impacto como los de resultado, y están dife-
renciados adecuadamente?

•	 ¿Se ha definido y registrado la situación inicial (línea de base) y la situación esperada 
(metas) para cada indicador?
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•	 ¿Se han utilizado herramientas de análisis, como el árbol de problemas o la matriz de 
marco lógico, para estructurar y facilitar la comprensión de la política en la matriz?

•	 ¿La matriz permite una visualización rápida y coherente de la política en relación con 
otras políticas regionales?

c.	 La ratificación del diseño de la política 
regional

Una vez que se ha formulado por parte del equipo técnico, corresponderá ratificar el di-
seño final por parte del consejo regional. Esto garantiza que tanto objetivos como metas 
sean relevantes y coherentes con los intereses y capacidades de la región antes de la eje-
cución (Subdere, 2009).

Presentación de la propuesta al CORE

El equipo técnico presenta el diseño de la política pública ante el CORE. La presentación 
enfatiza la viabilidad de los objetivos y metas, así como la lógica de causalidad que vincula 
la política con la solución del problema identificado (Subdere, 2009).

Claridad y comprensión del diseño

•	 ¿Se ha explicado adecuadamente la viabilidad de los objetivos y metas propuestos?

•	 ¿Se ha detallado claramente la relación de causalidad en la solución del problema?

•	 ¿Responde el diseño a las consultas y dudas planteadas por los miembros del CORE?
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Viabilidad del diseño

•	 ¿Son los objetivos y metas planteados realistas y alcanzables con los recursos disponibles?

•	 ¿Se ha considerado la capacidad de implementación y los recursos necesarios para lle-
var a cabo la política?

Ratificación del diseño por el CORE

Tras la presentación y discusión, el CORE debe ratificar los objetivos y metas de la política. 
Si existen diferencias por la calidad de los objetivos, los ajustes que se propongan deben 
ser viables y responder efectivamente al problema. Cuando existan sugerencias, el equipo 
técnico se encargará de ajustar el diseño inicial. Al ser ratificada, se puede avanzar hacia la 
fase de implementación (Subdere, 2009).

Consenso y aprobación

•	 ¿Están los miembros del CORE de acuerdo con los objetivos y metas presentados?

•	 ¿Se alcanzó un consenso o se requirió realizar ajustes al diseño inicial?

Adecuación de los ajustes (en caso de modificaciones)

•	 ¿Las modificaciones propuestas siguen siendo viables y efectivas para solucionar el problema?

•	 ¿El equipo técnico ha reelaborado el diseño de acuerdo con las recomendaciones del CORE?

Preparación para la implementación

•	 ¿La ratificación final permite pasar sin contratiempos a la etapa de implementación?

•	 ¿Están claras las responsabilidades y próximos pasos a seguir para el equipo técnico y 
el CORE?



PASO 6

Se refiere a la fase en la cual los planes y objetivos 
de la política se transforman en acciones concretas 
a través de programas y proyectos (Lahera, 2005). 
Es el proceso en el cual se ponen en marcha las 
acciones necesarias para concretar los objetivos 
de una política pública de manera inclusiva y res-
petuosa de los derechos humanos (SDDHH, 2017). 
Esta fase implica un conjunto organizado y secuen-
cial de actividades diseñadas para trasladar los ob-
jetivos de la política al plano práctico y garantizar 
que los programas y proyectos sean coherentes y 
efectivos (Subdere, 2009).

Implementación y ejecución 
de la política pública con 
enfoque de derechos

Paso 6: Implementación y ejecución de la política pública con enfoque de derechos
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a.	 Implementación con enfoque de derechos 
humanos

La implementación debe ser adaptable y flexible para que pueda ajustarse a la realidad. 
Se caracteriza por la vinculación directa entre el gobierno y la ciudadanía, donde los fun-
cionarios públicos tienen un papel central en la gestión. En esta etapa, la participación 
ciudadana es fundamental, aunque igual posee limitaciones (SDDHH, 2017). El enfoque de 
derechos en la implementación exige que los recursos se asignen equitativamente, tam-
bién que exista transparencia y rendición de cuentas. Es importante la existencia de cana-
les formales para sugerencias y reclamos de las personas, reconociéndolas como sujetos 
de derechos. Igualmente, los funcionarios públicos tienen un rol importante al tener que 
cumplir sus obligaciones de manera adecuada y respetuosa para garantizar el acceso a la 
justicia (SENPLADES, 2022).

Identificación de las intervenciones existentes y visualización de 
los proyectos faltantes

En esta fase, se identifica y se levanta la información de todas las intervenciones en ejecu-
ción o en fase de diseño en la región, verificando qué problemas específicos aborda cada 
proyecto y cuáles son las áreas donde se necesita mayor intervención. Esto permite priori-
zar las intervenciones en problemas con poca o nula atención (Subdere, 2009).

•	 ¿Se han identificado y listado todas las intervenciones en el territorio?

•	 ¿Cada proyecto tiene claro el problema que aborda?

•	 ¿Se han identificado áreas sin soluciones adecuadas?

Formulación de la cartera de proyectos

Se desarrolla una cartera de proyectos que responda a causas específicas del problema 
que la política pública intenta resolver. Cada proyecto debe tener objetivos, metas y acti-
vidades proyectadas con indicadores de impacto y un cronograma claro (Subdere, 2009).
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•	 ¿Los objetivos de cada proyecto están alineados con los de la política?

•	 ¿Cada proyecto contribuye al 100% de los objetivos y metas de la política?

•	 ¿Se han definido indicadores cuantificables para medir el progreso?

Resguardar la coherencia de la política

Esta etapa evalúa la coherencia interna (con los objetivos de la política) y externa (con el 
resto de las intervenciones que existan en la región), utilizando herramientas como el mar-
co lógico, diagramas de flujo y análisis causa-efecto (Subdere, 2009).

•	 ¿Se asegura la coherencia interna entre los proyectos y los objetivos de la política?

•	 ¿Los proyectos son compatibles con otras políticas en la región?

•	 ¿Se han aplicado herramientas para analizar la coherencia de los proyectos?

Evaluación ex ante de la cartera de proyectos

Los proyectos seleccionados pueden pertenecer a una o más carteras. De acuerdo con 
la Subdere (2009), esta etapa consiste en realizar una evaluación anticipada del impacto 
esperado de cada proyecto, priorizando los que sean más eficaces y tengan menor cos-
to, además de cumplirse en el tiempo programado. Es importante poner atención en los 
proyectos que componen una cartera, pero también hacer el seguimiento en las carteras 
entre sí.

•	 ¿Se ha evaluado el impacto previsto de cada proyecto en los derechos humanos?

•	 ¿Se ha estimado la relación costo-impacto de cada proyecto?

•	 ¿Se han priorizado proyectos de mayor eficacia para alcanzar los objetivos?
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Negociación multinivel y convenios

Se negocian acuerdos de cooperación y financiamiento con diversos niveles gubernamen-
tales y actores relevantes, formalizándolos mediante convenios de programación y terri-
toriales (Subdere, 2009).

•	 ¿Se han establecido acuerdos de cooperación entre el GORE, municipalidades y otros 
sectores?

•	 ¿Se han formalizado estos acuerdos en convenios?

•	 ¿Los convenios cumplen con los requisitos de financiamiento y cooperación?

Difusión con enfoque de derechos

La política pública se comunica de manera efectiva a los actores regionales y a la comu-
nidad, fomentando la legitimización y acuerdos colaborativos. Desde una perspectiva de 
derechos humanos, la difusión asegura el acceso a la información clara, oportuna y com-
prensible sobre datos de interés público que permite a los titulares de derechos tener co-
nocimiento del contenido, finalidades y medios de la política (SDDHH., 2017).

•	 ¿Se ha desarrollado una estrategia de difusión clara que garantice el acceso a informa-
ción comprensible para la comunidad y los titulares de derechos?

•	 ¿Se han establecido acuerdos de colaboración con actores regionales que promuevan la 
transparencia y el conocimiento de la política pública?

•	 ¿La información difundida permite a los titulares de derechos conocer claramente el 
contenido, finalidades y medios de implementación de la política?

•	 ¿La estrategia de comunicación asegura que los datos de interés público sean accesi-
bles de manera oportuna y comprensible?

•	 ¿La coordinación incluye una visión compartida entre los actores sobre la importancia 
del acceso a la información como derecho fundamental?
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b.	 Ejecución de la política pública

La etapa de ejecución representa la fase operativa de la política pública, donde se llevan a 
cabo las acciones y medidas planificadas, asegurando que se asignen recursos, se gestio-
nen actividades y se supervisen avances para cumplir con los objetivos. Esta fase es crítica, 
pues una política bien diseñada solo produce impacto real cuando se ejecuta correcta-
mente. La capacidad del gobierno regional para gestionar de forma eficiente y coordinar 
los esfuerzos entre diferentes niveles y sectores administrativos va a determinar el éxito 
en abordar el problema identificado (Subdere, 2009).

 Asignación de recursos

•	 ¿Se han asignado los recursos necesarios para cada actividad planificada?

•	 ¿Los recursos se están utilizando de manera eficiente y están adecuadamente controlados?

Gestión de actividades

•	 ¿Se están ejecutando las actividades planificadas en los tiempos y con los procedimien-
tos establecidos?

•	 ¿Existen procedimientos claros para abordar retrasos o desviaciones en la ejecución?

Supervisión y monitoreo del progreso

•	 ¿Se están supervisando y registrando los avances hacia los objetivos de la política?

•	 ¿Los indicadores de progreso muestran que se están cumpliendo las metas parciales?
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Capacidad de implementación del GORE

•	 ¿El GORE cuenta con la capacidad y recursos administrativos para llevar a cabo las ac-
tividades de ejecución?

•	 ¿Se han identificado y resuelto limitaciones o barreras operativas?

Coherencia y coordinación

•	 ¿Existen niveles adecuados de coherencia en la ejecución de actividades dentro del GORE?

•	 ¿Se ha logrado una coordinación efectiva entre los distintos niveles gubernamentales 
(horizontal y vertical)?

Impacto operativo en el problema identificado

•	 ¿Las actividades implementadas están generando avances medibles en la resolución 
del problema?

•	 ¿Se han ajustado las intervenciones según los resultados preliminares para mejorar el 
impacto?



Se realiza el monitoreo continuo de la política para 
evaluar el impacto que ha ido generando a lo largo 
del proceso en los derechos humanos de los ciuda-
danos. Se efectúa un levantamiento de datos cons-
tante con su respectivo análisis, verificando si la 
política ha mejorado el ejercicio de los derechos y 
ha sido capaz de corregir las vulneraciones previas. 
Se desarrolla antes, durante y después de la imple-
mentación con información objetiva que permita 
tomar decisiones y ajustar la política de acuerdo 
con el impacto que se espera conseguir. Con ello, se 
puede mejorar la política para asegurar que cumpla 
con sus objetivos y los principios de derechos hu-
manos (CNDH, 2018).

Seguimiento y evaluación de 
impacto de la política pública 
con enfoque de derechos

PASO 7
Paso 7: Seguimiento y evaluación de impacto de la política pública con enfoque de derechos
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a.	 Seguimiento

Este paso consiste en monitorear de manera habitual y sistemática el grado de avance y 
cumplimiento de la política. Se efectúa a través de la observación, medición y análisis de la 
ejecución de los programas y proyectos, evaluando los resultados para tener un control de 
lo que se ha llevado a cabo y facilitar la toma de decisiones necesarias (SENPLADES, 2022). 
Se apoya en instrumentos de planificación regional.

Alcance del cumplimiento

•	 ¿Se están cumpliendo los objetivos iniciales del programa o proyecto?

•	 ¿Cuál es el porcentaje de avance con relación al plan establecido?

Medición y análisis

•	 ¿Se ha establecido un sistema de medición confiable para los resultados del proyecto?

•	 ¿Se realiza un análisis periódico de los datos obtenidos en el monitoreo?

Control de gestión

•	 ¿Existen indicadores claros para evaluar la gestión de la política?

•	 ¿Se están identificando y registrando los problemas de gestión a tiempo?

Toma de decisiones

•	 ¿El seguimiento permite tomar decisiones oportunas y adaptativas?

•	 ¿Se han implementado ajustes o correcciones basados en los resultados del monitoreo?
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Resultados observados

•	 ¿Se están logrando los resultados previstos?

•	 ¿Cómo impactan estos resultados en la población objetivo?

Periodicidad y sistematización

•	 ¿El seguimiento se realiza de manera regular según lo planificado?

•	 ¿El proceso de seguimiento está documentado sistemáticamente?

b.	 Evaluación de impacto en derechos 
humanos

Este paso implica evaluar cómo la política pública impacta en la promoción y protección 
de los derechos humanos. Como indica Alston (2005), el análisis es fundamental para me-
dir cómo la política afectará los derechos humanos, y se deben identificar los impactos 
positivos y negativos en torno a ello. Mantener una evaluación periódica es importante 
para verificar si las políticas están cumpliendo con los estándares de derechos humanos o 
si deben ajustarse. Por ello, la retroalimentación de la sociedad civil es crucial dentro de 
esta fase.

Definición de objetivos de derechos humanos

•	 ¿Los objetivos y metas de la política pública están alineados con estándares internacio-
nales de derechos humanos?

•	 ¿Se han definido claramente los derechos humanos específicos que la política pretende 
promover o proteger?
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Medidas concretas y coherencia

•	 ¿La política incorpora medidas concretas para promover y proteger los derechos humanos?

•	 ¿Es coherente la política con los compromisos internacionales en materia de derechos 
humanos?

Evaluación de impactos en derechos

•	 ¿Se han identificado posibles impactos positivos y negativos de la política sobre los 
derechos humanos?

•	 ¿Se han analizado específicamente los impactos en derechos fundamentales como 
igualdad, no discriminación, participación y dignidad?

Monitoreo del progreso

•	 ¿Existe un sistema de monitoreo para evaluar periódicamente el impacto de la política 
en los derechos humanos?

•	 ¿El monitoreo incluye un proceso de revisión antes, durante y después de la implemen-
tación?

Retroalimentación de la sociedad civil y de los afectados

•	 ¿Se ha establecido un mecanismo para recopilar y analizar la retroalimentación de la 
sociedad civil y de los afectados?

•	 ¿Se utilizan los comentarios de los grupos afectados para realizar ajustes en la política?
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Análisis y ajustes necesarios

•	 ¿Se realizan evaluaciones periódicas para verificar si se cumplen los estándares de de-
rechos humanos?

•	 ¿Se están tomando decisiones informadas para ajustar o mejorar la política con base en 
los resultados de la evaluación?

Control de gestión y toma de decisiones

•	 ¿Los resultados de la evaluación de impacto en derechos humanos contribuyen a mejo-
rar la toma de decisiones y la gestión de la política?

•	 ¿Se han implementado ajustes en la política para asegurar una mejor protección de los 
derechos humanos según los hallazgos de la evaluación?
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Un compromiso con la  
dignidad humana

La incorporación del enfoque de derechos en la elaboración de políticas públicas regiona-
les es un compromiso profundo con la construcción de sociedades más justas, inclusivas y 
democráticas. Este acercamiento no es un esfuerzo aislado, ni se limita a la implementa-
ción de programas. Se constituye como una transformación significativa en la manera en 
que entendemos y llevamos a cabo la gestión pública.

Cada política pública regional diseñada desde esta perspectiva reafirma un principio esen-
cial: todas las personas, independientemente de su origen, condición o circunstancia, son 
titulares de derechos fundamentales que el Estado tiene el deber de respetar, proteger 
y garantizar. No se trata solo de resolver problemas inmediatos, sino de generar cambios 
estructurales que sienten las bases de un desarrollo sostenible y más equitativo.

La implementación de un enfoque de derechos requiere de un compromiso integral que 
debe manifestarse en cada etapa del ciclo de elaboración de las políticas públicas regio-
nales. Implica situar a las personas en el centro de cada decisión, promoviendo principios 
de igualdad, participación y transparencia. Es un camino que no solo mejora la calidad de 
vida de las y los habitantes, sino que también refuerza la legitimidad de las instituciones y 
fortalece nuestra democracia.

Los gobiernos regionales que eligen este camino se convierten en agentes de cambio, li-
derando una nueva forma de gobernanza que reconoce la dignidad humana como su eje 
central. No es un proceso cumplido, sino un esfuerzo constante que requiere voluntad po-
lítica, recursos adecuados y, sobre todo, una convicción real sobre el valor de cada persona.

Esta guía es un punto de partida, una invitación a repensar cómo hacer política. Una propuesta 
de transformar la gestión pública en un ejercicio real de ciudadanía y a construir, desde lo local 
y regional, una sociedad más justa, inclusiva y respetuosa de los derechos de todas y todos.

El futuro de nuestras regiones se está construyendo hoy, con cada política pública que 
dignifica, cada decisión que incluye y cada acción que reconoce la igual dignidad de todos 
los seres humanos.
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